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www.aalco.int, pueden encontrarse informaciones deta-
lladas sobre los centros de arbitraje de esta Organización, 
el sexto de los cuales fue creado en Nairobi por decisión 
de la reunión celebrada por la Organización en El Cabo. 
En cuanto a la observación del Sr. Dugard, el Sr. Kamil 
indica que todas las observaciones hechas por los Esta-
dos miembros de la Organización sobre los trabajos de 
la Comisión figuran en las actas de las reuniones de la 
Organización Consultiva Jurídica Asiático-Africana y 
se compromete a enviar un ejemplar de ellas a todos los 
miembros de la Comisión.

62.  El Sr. SINGH, a los que se suman el Sr. Perera, el 
Sr. Wisnumurti y el Sr. Candioti, relata la génesis de la 
Organización Consultiva Jurídica Asiático-Africana y 
subraya el interés y utilidad de sus actividades para la 
Comisión de Derecho Internacional.

Se levanta la sesión a las 13.10 horas.

2945.ª SESIÓN

Martes 31 de julio de 2007, a las 10.05 horas

Presidente: Sr. Ian BROWNLIE

Miembros presentes: Sr.  Caflisch, Sr.  Candioti, 
Sr.  Comissário Afonso, Sr.  Dugard, Sra.  Escarameia, 
Sr. Fomba, Sr. Gaja, Sr. Galicki, Sr. Hassouna, Sr. Hmoud, 
Sra.  Jacobsson, Sr.  Kamto, Sr.  Kolodkin, Sr.  McRae, 
Sr.  Niehaus, Sr.  Nolte, Sr.  Pellet, Sr.  Perera, Sr.  Petrič, 
Sr.  Saboia, Sr.  Singh, Sr.  Valencia-Ospina, Sr.  Vargas 
Carreño, Sr. Vasciannie, Sr. Vázquez-Bermúdez, Sr. Wis-
numurti, Sr. Yamada.

La obligación de extraditar o juzgar (aut dedere aut 
judicare)319 (A/CN.4/577 y Add.1 y 2, secc. F, A/
CN.4/579 y Add.1 a 4320, A/CN.4/585321)

[Tema 6 del programa]

Segundo informe del Relator Especial

1.  El Sr.  GALICKI (Relator Especial), presentando su 
segundo informe sobre la obligación de extraditar o juz-
gar (aut dedere aut judicare) (A/CN.4/585), dice que el 
informe aprovecha ampliamente su informe preliminar322; 
hay lugares en que ambos son casi idénticos. Hay tres razo-
nes para este tipo de planteamiento. La primera es que casi 
la mitad de los miembros de la Comisión han sido sustitui-
dos como consecuencia de la elección celebrada a finales 
de 2006. Por tanto, parece que merece la pena recapitular, 
en beneficio de los nuevos miembros, las principales ideas 
expuestas en el informe preliminar junto con el resumen 

319 Véase una reseña sobre los trabajos de la Comisión sobre el tema 
en Anuario... 2006, vol. II (segunda parte), cap. XI.

320 Reproducido en Anuario... 2007, vol. II (primera parte).
321 Ídem.
322 Anuario... 2006, vol. II (primera parte), documento A/CN.4/571.

del debate de la Comisión y posteriormente en la Sexta 
Comisión. En segundo lugar, es necesario averiguar las 
opiniones de los nuevos miembros sobre las cuestiones más 
controvertidas incluidas en el informe preliminar presen-
tado antes de que la Comisión pueda proceder a una ela-
boración sustantiva del proyecto de reglas o artículos. Por 
último, hay una necesidad indudable de una respuesta más 
amplia de los Estados a las cuestiones planteadas en el pá-
rrafo 30 del informe de la Comisión a la Asamblea General 
sobre la labor realizada en su 58.º período de sesiones323. 
En el momento en que se terminó el informe, sólo habían 
respondido siete Estados. Desde entonces ese número ha 
ascendido a 21, pero aún sigue pareciendo necesario repetir 
la pregunta a los Estados a fin de obtener un panorama más 
amplio posible de los reglamentos internos de los Estados 
y de sus compromisos internacionales en lo que se refiere a 
la obligación de extraditar o juzgar.

2.  En el prefacio y la introducción del segundo informe 
se presenta y expone brevemente la historia de la labor 
sobre el tema. El capítulo I (párrs. 9 a 72) trata de varios 
aspectos antiguos y nuevos del tema en beneficio de los 
nuevos miembros. Los párrafos  9 a  19 abordan algu-
nas de las principales cuestiones examinadas durante el 
58.º período de sesiones. El primero es si en la obligación 
aut dedere aut judicare dimana exclusivamente de trata-
dos internacionales que se refieren específicamente a ella 
o si puede considerarse que se basa también en principios 
existentes o nuevos del derecho internacional consuetudi-
nario. El informe preliminar planteó en términos genera-
les la misma cuestión.

3.  La segunda cuestión es si hay una base consuetudina-
ria suficiente para aplicar la obligación de extraditar o juz-
gar al menos a algunas categorías de delito. Por ejemplo, 
los delitos más graves reconocidos por el derecho interna-
cional consuetudinario, como los crímenes de guerra, la 
piratería, el genocidio y los crímenes de lesa humanidad. 
En tercer lugar, se pregunta si es aceptable en general tra-
zar una distinción entre el concepto de la obligación de 
extraditar o juzgar y el concepto de la jurisdicción penal 
universal, y si la Comisión debería embarcarse en el exa-
men de este último concepto y, en caso afirmativo, en qué 
medida. La cuarta cuestión es si una de las obligaciones 
alternativas —extraditar o juzgar— debería tener priori-
dad sobre la otra, o si ambas tienen el mismo peso; y tam-
bién en qué medida el cumplimiento de una obligación 
exonera a los Estados de la otra.

4.  Otra cuestión es si debería haber una tercera posibi-
lidad, o «triple alternativa», que concerniera a la jurisdic-
ción de los tribunales nacionales, dado que la práctica de 
los Estados evoluciona cada vez más en esa dirección. Por 
ejemplo, en la Argentina, la Ley n.º 26.200, por la que se 
aplica el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacio-
nal, incluye una disposición según la cual la Argentina 
está obligada a extraditar o entregar a personas sospecho-
sas de delitos que caigan dentro de la jurisdicción de la 
Corte Penal Internacional o, en su defecto, adoptar todas 
las medidas que sean necesarias para ejercer su jurisdicción 
sobre ese delito. La legislación recientemente promulgada 
en el Uruguay, Panamá y el Perú para aplicar el Estatuto de 
Roma también prevé la obligación aut dedere aut judicare.

323 Ibíd., vol. II (segunda parte), pág. 22.
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5.  La última cuestión fue si el producto definitivo debe-
ría adoptar la forma de proyecto de artículos, reglas, prin-
cipios, directrices o recomendaciones, o si era demasiado 
pronto para una decisión sobre la cuestión. Se han expre-
sado opiniones divergentes sobre esa cuestión y sobre las 
demás cuestiones planteadas y el Relator Especial, por 
tanto, celebraría una respuesta concluyente de la Comisión 
recientemente elegida, la cual podría también aprovechar 
las opiniones expresadas en la Sexta Comisión. Gracias 
a la amable asistencia de la Secretaría, esas opiniones se 
exponen en los párrafos 21 a 39 del informe.

6.  Los párrafos 40 a 60 contienen las conclusiones fina-
les del Relator Especial sobre el debate celebrado en la 
Comisión de Derecho Internacional y en la Sexta Comisión 
respecto del informe preliminar. Dada la naturaleza especí-
fica del informe, las observaciones se centraron principal-
mente en las cuestiones principales que habrían de examinar 
la Comisión y el Relator Especial en la labor futura sobre 
el tema. Sin embargo, dentro de esos parámetros se han 
expresado una gran variedad de opiniones sobre el fondo y 
la presentación del texto, empezando por su título y termi-
nando en la forma definitiva que debería adoptar.

7.  Los párrafos  61 a 72 contienen un resumen de las 
observaciones y la información recibida de los gobiernos 
en respuesta a la solicitud de la Comisión. Las respuestas 
íntegras aparecen en el documento A/CN.4/579 y Add.1 
a 4. La información recibida de los Estados se expone en 
cuatro grupos: a) los tratados internacionales que contie-
nen la obligación aut dedere aut judicare; b) las regla-
mentaciones jurídicas nacionales; c) la práctica judicial; y 
d) los crímenes o delitos a los que se aplica el principio. 
Esta estructura facilitaría la realización de la tarea com-
parativa futura. Desea una vez más expresar su gratitud 
a la Secretaría por la asistencia y la cooperación prestada 
al respecto. Las cuatro adiciones al documento contienen 
información que, debido a su tardía presentación, se con-
siderará en el tercer informe.

8.  El capítulo II (párrs.  73 a 116) contiene el núcleo 
del trabajo. Este capítulo, siguiendo la tradición de la 
Comisión cuando inició el proceso de codificación y 
desarrollo progresivo de un tema de derecho internacio-
nal, consiste en un proyecto de texto, cuya forma defini-
tiva se habrá de decidir más tarde, encaminado a reflejar 
el derecho internacional y la práctica de los Estados en 
la actualidad en esa esfera. Aunque las observaciones y 
la información proporcionada por los Estados aún distan 
mucho de ser completas y no constituyen una base sólida 
para llegar a las conclusiones constructivas, parece ya 
bastante factible formular un proyecto de artículo provi-
sional sobre el ámbito de aplicación de los futuros proyec-
tos de artículo sobre el tema, cuyo texto sería el siguiente:

«Artículo 1. Ámbito de aplicación

El presente proyecto de artículos se aplicará al esta-
blecimiento, contenido, aplicación y efectos de la obli-
gación alternativa que tienen los Estados de extraditar 
o juzgar a personas sujetas a su jurisdicción».

9.  Los párrafos 79 a 104 contienen una sinopsis de los 
tres principales elementos del proyecto de artículo y de 
los problemas que, a su juicio, pueden dar lugar a debates 

en la Comisión. Estos elementos son los siguientes: a) el 
elemento del tiempo, a saber la medida en que los proyec-
tos de artículo deben ocuparse de los períodos de estable-
cimiento, aplicación y efectos de la obligación aut dedere 
aut judicare; b) el elemento sustantivo, a saber las alterna-
tivas de extradición o juicio; y c) el elemento personal, a 
saber las personas que pueden estar sujetas a la obligación 
aut dedere aut judicare.

10.  Por los menos tres períodos separados de tiempo, 
cada uno con sus propias características específicas, rela-
tivas respectivamente al establecimiento, aplicación y 
efectos de la obligación aut dedere aut judicare, deben 
reflejarse en el proyecto de artículos. Con respecto a la 
cuestión de las fuentes, el primero de estos períodos es de 
primordial importancia. Para que la Comisión concluya 
que la obligación es de carácter consuetudinario, tiene que 
referirse a la práctica de los Estados durante el período en 
el que se estableció la obligación.

11.  Con respecto al elemento sustantivo, la Comisión 
tendrá que decidir si existe o no la obligación de extradi-
tar o juzgar; y en caso afirmativo, en qué medida; y si es 
una obligación absoluta o relativa (párr. 89). Se plantean 
numerosas cuestiones a ese respecto, tres de las cuales se 
examinan en los párrafos 90 a 92 del informe. La primera 
es cuál de las vías de acción alternativas tienen prioridad 
y si los Estados tienen la libertad de elegir entre la extra-
dición y el juicio. La segunda es si el Estado que tiene 
detenida a la persona está facultado a denegar la solicitud 
de extradición, si está dispuesto a enjuiciarla por sí mismo 
o si los argumentos utilizados en la solicitud de extradi-
ción resultan deficientes o incompatibles con el ordena-
miento jurídico de dicho Estado. La tercera cuestión es 
si la obligación aut dedere aut judicare incluye o excluye 
la posibilidad de una tercera opción. Esta cuestión tiene 
particular importancia a la luz de la posibilidad de la ju-
risdicción paralela de la Corte Penal Internacional sobre 
la base de adhesión al Estatuto de Roma.

12.  Por último, debe recordarse que la obligación de 
extraditar o juzgar no es una obligación abstracta, sino que 
existe con respecto a personas naturales específicas. Otra 
condición para que las personas naturales estén incluidas 
en la obligación es la que deben estar bajo la jurisdicción 
de los Estados vinculados por esa obligación. La expre-
sión «sujeta a su jurisdicción» en el proyecto de artículo 1 
significa tanto la jurisdicción efectiva, que es la que se 
ejerce efectivamente, como la jurisdicción potencial que 
un Estado tiene derecho a establecer sobre personas que 
cometan delitos específicos. Por último, la Comisión ten-
dría que decidir en qué medida el concepto de jurisdicción 
universal debe entrar en juego en el ámbito de la obliga-
ción aut dedere aut judicare. También, en una fase pos-
terior, tendría que considerar la cuestión de los crímenes 
o delitos que estén incluidos dentro de la obligación. De 
momento, como se indica en el párrafo 100 del informe, 
parece que no hay necesidad de incluir una referencia 
directa a esos crímenes o delitos en el texto del proyecto 
de artículo 1.

13.  La sección B del capítulo II (párrs. 105 a 116) con-
tiene sugerencias e ideas específicas para los siguientes 
proyectos de artículos. Así, el proyecto de artículo 2, que 
podría denominarse «términos empleados», debería in- 



	 2945.a sesión—31 de julio de 2007	 223

cluir una definición o descripción de los términos emplea-
dos a los efectos del proyecto de artículos. La lista de esos 
términos permanece abierta y su contenido dependerá de 
las necesidades que se adviertan durante la elaboración de 
los demás proyectos de artículos. Probablemente, incluirá 
términos tales como «jurisdicción», «juicio», «extradi-
ción» y «personas sujetas a la jurisdicción». Otro proyecto 
o proyectos de artículo podrían contener una descripción 
más detallada de la obligación aut dedere aut judicare y 
sus elementos constitutivos alternativos.

14.  Dada la amplia gama de consenso según la cual 
los tratados internacionales son una fuente generalmente 
reconocida de la obligación de extraditar o juzgar, podría 
formularse un proyecto de artículo —denominado pro-
yecto de artículo X en el párrafo 108— en los siguientes 
términos: «Cada Estado está obligado a extraditar o juz-
gar a un presunto delincuente si esa obligación está pre-
vista por un tratado en el que sea Parte dicho Estado». Un 
artículo de este tipo naturalmente se entendería sin per-
juicio del reconocimiento de las normas consuetudinarias 
internacionales como fuente posible de criminalización 
de ciertos actos y de la obligación de extraditar o juzgar. 

15.  Otra fuente de sugerencias interesantes para posi-
bles proyectos de artículos es el proyecto de código de 
crímenes contra la paz y la seguridad de la humanidad, 
adoptado por la Comisión en  1996324. El  proyecto de 
código incorpora la regla aut dedere aut judicare y, en 
el comentario, prepara el terreno para posibles proyectos 
de artículos ulteriores sobre el tema325. El párrafo 114 del 
informe contiene cuatro disposiciones posibles que, des-
taca el orador, no son propuestas oficiales de proyectos 
de artículos. Sin embargo, dado que expresan opiniones 
de la Comisión, aunque en un contexto diferente, parece 
apropiado señalarlas a la atención de la Comisión para 
que pueda seguir examinándolas.

16.  Desea confirmar que el Plan preliminar de acción 
enunciado en el párrafo  61 del informe preliminar326, 
incluidos el acopio y análisis de la información relativa a 
la legislación, tanto nacional como internacional, las deci-
siones judiciales y la práctica y la doctrina de los Estados, 
sigue siendo la hoja de ruta principal para su trabajo ulte-
rior. Confía en que, una vez recibidas las nuevas opinio-
nes y observaciones de los gobiernos, haya base suficiente 
para la elaboración efectiva del proyecto de artículos.

17.  El Sr. DUGARD tras desearle éxito al Relator Espe-
cial en su difícil tarea, dice que ha sido prudente reproducir 
en el segundo informe las ideas y conceptos contenidos en 
el informe preliminar. No obstante, teme que el segundo 
informe sea más difícil que el predecesor, dado que trata 
de tener en cuenta las principales dudas expresadas en la 
Sexta Comisión, que más bien confunden que aclaran el 
debate del tema.

18.  La Comisión tendrá que decidir cómo debe abor-
darse el tema. El informe reconoce que conlleva un 
estudio comparativo de la legislación, las decisiones 
judiciales, los tratados y las normas consuetudinarias. La 

324 Anuario... 1996, vol. II (segunda parte), pág. 19, párr. 50.
325 Ibíd., págs. 30 a 36 (arts. 8 a 10).
326 Véase la nota 322 supra.

cuestión es cómo va a obtenerse la información necesaria. 
El debate de la Sexta Comisión resultó estéril a ese res-
pecto, dado que no abordó las cuestiones planteadas por 
la Comisión. Ese fallo de proporcionar información, sin 
embargo, no es sorprendente, dado que la mayoría de los 
delegados de la Sexta Comisión, aunque en efecto eran 
verdaderamente juristas, eran juristas internacionales, y 
no estaban versados en las sutilezas del derecho penal, 
del procedimiento criminal o el derecho de la extradición.

19.  En cuanto a las observaciones aportadas por los 
gobiernos, observa que de las 20 respuestas que ha visto, 
6 procedían de Asia, 10 de Europa, 2 de América Latina, 
una de América del Norte y sólo una de África. Esa mues-
tra es escasamente representativa y, en cualquier caso, las 
respuestas no son particularmente útiles, ya que consis-
ten simplemente en una reseña de la legislación de esos 
Estados y de los tratados en los que son partes. Lo que se 
necesita de los Estados es una aportación de sus juristas 
especializados en derecho penal y en extradición, más que 
una simple lista de tratados en los que los Estados sean 
partes o detalles de disposiciones legislativas o de casos 
concretos. La respuesta del Reino Unido, por ejemplo, 
ha presentado una reseña muy insuficiente del derecho 
inglés, y quizás la mayor parte de la información de los 
demás Estados también ha sido probablemente incom-
pleta. Las observaciones generales de los Estados Unidos 
han sido particularmente útiles. Aunque el orador no esté 
de acuerdo con el cauteloso planteamiento adoptado por 
el Gobierno de los Estados Unidos, quien afirma que no 
hay norma consuetudinaria y que el tratado debe estar en 
vigor antes de que la obligación surta efecto, al menos su 
respuesta es una proclamación clara del principio y de la 
posición de los Estados Unidos y expresa algunas ideas 
útiles sobre el tema. Es importante prestar atención a esas 
observaciones. 

20.  Aunque el tema no es particularmente difícil en sí, 
es difícil decidir cómo abordarlo y determinar su alcance. 
Por ejemplo, es crucial averiguar si existe una norma 
consuetudinaria o un principio general o si la obligación 
surge solamente en caso de que exista un tratado, que es 
la opción adoptada por los Estados Unidos. En segundo 
lugar es necesario examinar si la norma se aplica sólo a 
los crímenes internacionales o a otros delitos como el ase-
sinato; y, si se aplica solamente a los crímenes internacio-
nales, en su propia opinión, sí se aplica a los crímenes de 
derecho consuetudinario, como el genocidio, los crímenes 
de guerra y los crímenes de lesa humanidad, es decir, a los 
crímenes básicos del Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional, o si se aplica a los crímenes previstos en los 
tratados, como los tipificados en las convenciones con-
tra el terrorismo. ¿Se aplica también a las convenciones 
contra los estupefacientes y contra las falsificaciones? ¿Se 
aplica tanto a los tratados multilaterales como a los bila-
terales? A ese respecto, una vez más los Estados Unidos 
han presentado algunas observaciones útiles en el sentido 
de que se oponen a considerar que una obligación de esa 
naturaleza exista en los tratados bilaterales.

21.  Otra cuestión importante, que plantea la cuestión 
general de la jurisdicción universal, es si la obligación 
entrará en juego sólo después de que se haya estable-
cido antes la jurisdicción. La Comisión no puede ignorar 
el tema de la jurisdicción internacional, como tampoco 
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puede ignorar otras formas de jurisdicción extraterritorial, 
como la jurisdicción activa o pasiva sobre la personalidad 
o la jurisdicción protectora. Naturalmente sería necesario 
tener en cuenta el hecho de que los tratados difieren en 
sus normas jurisdiccionales; el Convenio para la repre-
sión del apoderamiento ilícito de aeronaves establece nor-
mas jurisdiccionales limitadas, en tanto que el Convenio 
Internacional para la represión de los atentados terroristas 
cometidos con bombas establece normas jurisdiccionales 
más amplias. Sin embargo, es importante destacar que la 
obligación aut dedere aut judicare surge sólo después de 
que se haya establecido la jurisdicción. Es decir, será nece-
sario determinar si el Estado que tiene detenido al presunto 
delincuente tiene jurisdicción para juzgar y si, en caso de 
que decidiera no hacerlo, tiene competencia para extraditar.

22.  Evidentemente no hay problema con la territoriali-
dad, pero todas las demás formas de jurisdicción extra-
territorial requerirán un examen, como han señalado los 
Estados Unidos. Un problema particular que la Comisión 
tendrá que abordar si examina la jurisdicción universal 
de forma aislada es la cuestión que surgió en el asunto 
Mandat d’arrêt du 11 avril 2000 (Orden de detención de 
11 de abril de 2000) (República Democrática del Congo 
c. Bélgica), a saber si esa jurisdicción entra en juego 
cuando la persona interesada se encontraba en el territorio 
del Estado, o si se aplica también en los casos en que la 
persona esté ausente. La Comisión no tiene que ocuparse 
realmente de esa cuestión ya que en el contexto de la obli-
gación aut dedere aut judicare surge sólo cuando la per-
sona se encuentra en el territorio. Es importante destacar 
que todas las convenciones contra el terrorismo conceden 
jurisdicción cuando el detenido se encuentra en el terri-
torio del Estado, lo que significa que en efecto la obliga-
ción aut dedere aut judicare entra en funcionamiento sólo 
cuando el detenido se encuentra en el territorio.

23.  Además habría que estudiar las limitaciones de la 
extradición. Aunque la mayoría de los Estados se niegan 
a extraditar en circunstancias determinadas, por ejemplo 
si la persona es un delincuente político, las convenciones 
contra el terrorismo adoptan un planteamiento diferente. 
El Convenio para la represión del apoderamiento ilícito 
de aeronaves guarda silencio sobre el tema, en tanto que 
el Convenio Internacional para la represión de los atenta-
dos terroristas cometidos con bombas excluye las excep-
ciones para los delitos políticos. La Comisión tendría que 
examinar también la cuestión de si un Estado tiene la obli-
gación de extraditar a una persona a un Estado que tenga 
un sistema judicial que no cumpla los requisitos exigi-
bles, es decir, si la extradición denegaría a esa persona el 
proceso con las debidas garantías o la protección de sus 
derechos humanos.

24.  La nacionalidad es otra cuestión espinosa, como lo 
muestra el actual enfrentamiento entre el Reino Unido y la 
Federación de Rusia. Personalmente opina que la posición 
del Reino Unido no tuvo debidamente en cuenta el hecho 
de que muchos Estados están obligados constitucional-
mente a no extraditar a sus propios nacionales. Por tanto, 
aunque la orden de detención europea excluye la nacionali-
dad como fundamento posible para denegar la extradición, 
los tribunales constitucionales de países como Polonia y la 
República Checa han declinado cumplir la orden de deten-
ción europea cuando afectaba a uno de sus nacionales.

25.  El párrafo 14 del segundo informe habla de algunas 
dificultades prácticas encontradas en el proceso de extra-
dición que la Comisión quizá deba analizar. A su juicio, 
sería necesario trazar una línea entre los principios amplios 
del derecho de extradición y algunos planteamientos más 
técnicos. Por tanto, sugiere que la Comisión vuelva al 
plan preliminar de acción enunciado en el párrafo 61 del 
informe preliminar, que ofrece una base valiosa para su 
trabajo.

26.  A su juicio, convendría que el producto final adop-
tara la forma de proyecto de artículos. Aunque bási-
camente está de acuerdo con el proyecto de artículo  1 
propuesto, su formulación, que habla del establecimiento, 
contenido, aplicación y efecto de la obligación, carece 
de elegancia y es innecesariamente engorroso. El orador 
preferiría decir simplemente «el presente proyecto de ar-
tículos se aplicará a la obligación de los Estados de extra-
ditar o juzgar». Coincide con el Relator Especial de que 
la máxima aut dedere aut judicare es una obligación, no 
un principio. Observando la referencia a las normas pri-
marias y secundarias contenida en los párrafos 59 y 85 
del segundo informe, insta de nuevo a la Comisión a no 
implicarse demasiado en distinciones entre normas pri-
marias y secundarias, dado que no está claro si se hace 
referencia a la formulación de Roberto Ago327 o de Hart328. 
Además, en el proyecto de artículo 1 sería partidario de 
omitir la palabra «alternativa». Como el Relator Especial 
admitió que hay incertidumbre sobre si la obligación es 
condicional o alternativa, probablemente es innecesario 
entablar un debate doctrinal de ese tipo en la fase actual. 
Si se incluyera la «triple alternativa» debería hacerse en 
un anexo separado al proyecto de artículos, pero no debe-
ría examinarse desde el principio.

27.  Por último, el Relator Especial incluye la expresión 
«sujeta a su jurisdicción», pero en los párrafo 96 y 97 de 
su segundo informe indica que la obligación aut dedere 
aut judicare aparece cuando la persona sólo está potencial-
mente bajo la jurisdicción del Estado. Personalmente está 
en desacuerdo, ya que su propia posición es que la persona 
debe encontrarse en el Estado y bajo la custodia de éste. 
Un Estado puede ejercer jurisdicción sobre la base de la 
territorialidad, la personalidad activa o pasiva, la jurisdic-
ción protectora o la jurisdicción universal, pero sólo si tiene 
efectivamente detenida a la persona. Resulta difícil enten-
der cómo cabe esperar que un Estado extradite a una per-
sona que sólo potencialmente esta sujeta a su jurisdicción.

28.  En conclusión, aunque el tema aut dedere aut judi-
care es probablemente un tema difícil de tratar, porque 
su alcance es incierto, está de acuerdo con la decisión del 
Relator Especial de preparar una serie de proyectos de 
artículo sobre el tema. Dado que constituye un punto de 
partida útil, sería mejor remitir el proyecto de artículo 1 al 
Comité de Redacción que a un Grupo de Trabajo.

29.  La Sra. ESCARAMEIA elogia el segundo informe del  
Relator Especial, con su útil recapitulación del debate  
del año anterior sobre el tema en la Comisión y en la Sexta 
Comisión, y el análisis de las observaciones de los gobier-
nos. El número relativamente amplio de observaciones 

327 Véase la nota 296 supra.
328 Hart, op. cit. (nota 284 supra).
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recibidas desde la terminación del segundo informe mues-
tra que los Estados están interesados en el tema.

30.  El párrafo 77 del informe contiene un análisis intere-
sante de los tres elementos propuestos en el artículo 1 (el 
elemento temporal, el elemento sustantivo y el elemento 
personal), que fueron aclarados por el Relator Especial 
en la presentación de su informe. Sería mejor titular el 
proyecto de artículo «Ámbito del proyecto de artículos», 
o simplemente «Ámbito» en vez de «Ámbito de aplica-
ción», título que podría suscitar la impresión equivocada 
de que el proyecto de artículos se limita a la aplicación de 
la obligación aut dedere aut judicare y no trata la cuestión 
de las fuentes ni otras cuestiones esenciales como la juris-
dicción universal o la entrega de sospechosos a tribunales 
penales internacionales.

31.  El elemento temporal se refiere a la creación, el fun-
cionamiento y los efectos de la obligación en cuestión. 
Aunque la oradora respalda el planteamiento explicativo 
del proyecto de artículo, que ofrece una visión dinámica 
de todo el procedimiento y muestra que es un proceso 
que ha evolucionado con el tiempo, el uso de las palabras 
establishment y operation en el texto inglés deja perple-
jos. La palabra establishment no es un término utilizado 
habitualmente en el contexto de una obligación; parece 
que se refiere más a una obligación convencional y que, 
por tanto, prejuzgaría la cuestión de si la obligación es a 
veces una obligación de carácter consuetudinario.

32.  A ese respecto, coincide con la conclusión del Rela-
tor Especial en el párrafo 112 de que la existencia de nor-
mas generalmente vinculantes de carácter consuetudinario 
puede deducirse del gran número de tratados que incluyen 
una obligación de esa índole. Su propia opinión, expuesta en 
el período de sesiones anterior, según la cual para algunos 
tipos de delitos la obligación aut dedere aut judicare es una 
norma de derecho consuetudinario, confirmada por numero-
sos estudios, en particular el efectuado por Amnistía Inter-
nacional en 2001, que examinó la práctica de 125 Estados 
con respecto a la jurisdicción universal329, y otro estudio en 
el campo del derecho humanitario internacional realizado 
por el CICR en 2005330. La mayoría de las publicaciones 
jurídicas consideran que la opinio juris, apoyada por la 
práctica intensiva de los Estados, permite establecer que la 
obligación de extraditar o juzgar ya es una obligación de 
carácter consuetudinario con respecto a determinados crí-
menes. Además, la idea de que no es simplemente un dere-
cho del Estado sino también un deber, extraditar o juzgar a 
los autores de delitos previstos por el derecho internacional 
también está ganando terreno. Por estas razones preferiría 
que se hiciera referencia en el texto inglés a la existence más 
que al establishment de la obligación.

33.  Al utilizar el término operation, en vez de, por ejem-
plo, exercise, el Relator Especial probablemente estaba 
tratando de comunicar la idea de proceso, más que de 
una obligación singular, pero el término operation es más 
apropiado al contexto de un principio, en tanto que exer-
cise sería más adecuado si se habla de una obligación.

329 Universal Jurisdiction: The Duty of States to Enact and Imple-
ment Legislation (IOR 53/002/2001-IOR 53/018/2001), septiembre de 
2001.

330 Henckaerts y Doswald-Beck, op. cit. (nota 283 supra).

34.  Desea hacer cinco puntualizaciones en relación con 
la cuestión sustantiva del contenido de la obligación. En 
primer lugar, debería suprimirse el adjetivo «alternativa», 
ya que no está claro si ambas partes de la obligación siem-
pre tienen el mismo peso, cuestión que ese adjetivo pre-
juzga. Cree que ambas partes de la obligación tienen el 
mismo peso. Además, la palabra «alternativa» es redun-
dante, ya que la antítesis queda expresada por medio de la 
conjunción «o».

35.  En segundo lugar, sobre la cuestión de si la máxima 
aut dedere aut judicare es una obligación o un principio, 
el Relator Especial ha afirmado que el término «obliga-
ción» tiene mayor fuerza que el de «principio» y, por 
tanto, es más apropiado para la naturaleza de una norma 
secundaria. Ahora bien, la noción de «principio» pondría 
al precepto en un plano superior al de simple obligación 
convencional. También cabría argüir que el término «obli-
gación» constituiría un aspecto operativo del principio del 
que dimana.

36.  En tercer lugar, no está de acuerdo con la declara-
ción formulada en el párrafo  87 del informe en el sen-
tido de que la obligación en conjunto es condicional; a 
su juicio adopta la forma de una opción entre el juicio 
o la extradición. Además, no está claro por qué se hace 
tanto hincapié en la naturaleza condicional de la obliga-
ción, aunque podría resultar importante para el desarrollo 
ulterior del tema. Excepto cuando un tratado específico 
prescribe otra cosa, la opción entre juzgar o extraditar 
parece residir en el Estado que detiene al presunto culpa-
ble, teniendo presente que la constitución de ese Estado 
puede prohibir la extradición por motivos de nacionalidad 
o debido a la posibilidad de que la persona extraditada sea 
sujeta a juicio por razones políticas o de otra índole, a la 
pena de muerte o a la cadena perpetua. Si el Estado que 
tiene detenido al presunto delincuente no puede extradi-
tar, le incumbe la obligación de juzgar; sin embargo, la 
extradición no es siempre la opción que tiene precedencia.

37.  En cuarto lugar, la obligación debería excluir la obli-
gación de entregar a un sospechoso a una corte o tribunal 
penal internacional, porque las consideraciones relativas 
a la extradición o a entrega son de naturaleza diferente. La 
relación entre la solicitud de extradición y de entrega está 
regulada por los instrumentos constitutivos o estatutos de 
los tribunales o cortes de que se trate. En consecuencia, 
la Comisión no debería embarcarse en el examen de la 
«triple alternativa». Sin embargo, si lo hiciera, debería 
examinar la cuestión como problema separado.

38.  Por último, con respecto a los tipos de crímenes que 
han de incluirse en el proyecto de artículos, convendría dis-
tinguir, como se propone en el informe preliminar, entre 
tres categorías de crímenes: los crímenes previstos por el 
derecho internacional, los crímenes de relevancia interna-
cional y los delitos ordinarios en virtud del derecho nacio-
nal. A cada categoría deberían aplicarse normas diferentes. 
Cuando el crimen cae dentro de la primera categoría, los 
motivos para denegar la extradición deben estar sujetos a 
límites más estrictos. Los crímenes previstos por el dere-
cho internacional y los crímenes de pertinencia internacio-
nal deberían estar comprendidos dentro de la obligación de 
extraditar o juzgar, y también deberían incluirse algunos 
delitos ordinarios previstos por el derecho nacional.
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39.  Coincide con el Relator Especial en que el elemento 
personal debe restringirse a las personas naturales o físi-
cas y que el concepto de jurisdicción debe aplicarse en 
su forma más amplia. Por esta razón, el examen por la 
Comisión debería abarcar la jurisdicción extraterritorial, 
la personalidad activa y pasiva, las razones de seguridad y 
la jurisdicción universal. Aunque el concepto de jurisdic-
ción universal es distinto del de aut dedere aut judicare, 
los dos conceptos aparecen juntos en algunos instrumen-
tos, por ejemplo en los artículos  8 y 9 del proyecto de 
código de crímenes contra la paz y la seguridad de la 
humanidad331 y en el proyecto de convención sobre la 
jurisdicción sobre los delitos preparado en  1935 por el 
Proyecto de Investigación de la Facultad de Derecho de 
Harvard332. El  tema de la jurisdicción universal es sólo 
pertinente como medio de afirmar la jurisdicción nacional 
sobre un crimen o de determinar qué crímenes deberían 
estar sujetos a la obligación aut dedere aut judicare como 
crímenes graves según el derecho internacional, noción 
a la que se hace referencia en los Principios de Prince-
ton sobre la Jurisdicción Universal de 2001333. Como la 
jurisdicción universal y la obligación aut dedere aut judi-
care están relacionadas entre sí pero son bastante diferen-
tes conceptualmente, convendría incluir un proyecto de 
artículo que especifique la relación y la distinción entre 
ellas.

40.  En el capítulo II, sección B (Plan para el desarro-
llo futuro), el Relator Especial propone el proyecto de 
artículo 2 sobre las definiciones. La oradora está a favor 
de este artículo, siempre que la decisión final sobre su 
contenido quede abierta hasta el final de la tarea. Tam-
bién sugiere un proyecto de artículo X sobre las fuentes. 
Esta disposición sería útil principalmente a fin de obviar 
la necesidad de un requisito adicional de medidas de eje-
cución, o incluso sobre los tratados bilaterales, antes de 
que una obligación convencional resulte efectiva. Si un 
Estado es parte en un tratado multilateral, esto de por sí 
basta. No obstante el texto propuesto podría interpretarse 
que excluye el derecho consuetudinario como fuente 
y sólo afirma el principio pacta sunt servanda, como si 
hubiera dudas a ese respecto. Aunque un artículo sobre 
ese tema ofrecería un medio de replicar a las objeciones 
como las expresadas en las observaciones de los Estados 
Unidos, debería remodelarse para disipar la impresión de 
que simplemente repite el artículo 26 de la Convención de 
Viena de 1969.

41.  Respalda la pertinencia del plan preliminar de acción 
del Relator Especial como se enuncia en el informe preli-
minar334, pero cree que habría que remodelarlo a la luz de 
los actuales debates en el presente período de sesiones, a 
fin de proponer un planteamiento estructurado del tema, 
en vez de presentar simplemente la lista de cuestiones 
para examen.

42.  La oradora es partidaria de remitir el proyecto de 
artículo 1 al Comité de Redacción.

331 Véase la nota 324 supra.
332 American Journal of International Law, vol. 29 (1935), Suple-

mento, pág. 435.
333 S. Macedo (dir.), The Princeton Principles on Universal Juris-

diction, Princeton University, 2001.
334 Véase la nota 322 supra.

43.  El Sr.  PELLET apoya las observaciones del 
Sr. Dugard respecto de las reacciones de los gobiernos en 
la Sexta Comisión y en sus respuestas escritas. Le preo-
cupa la creciente tendencia de varios relatores especiales a 
dejarse guiar por las posiciones de los Estados. Ese plan-
teamiento sería comprensible si pudiera deducirse alguna 
orientación clara de ellas, pero en general no sucede así. 
Determinar la posición global de los gobiernos es casi 
como adivinar el significado de un oráculo de las Sibilas. 
Aunque la Comisión debe escuchar las opiniones de los 
distintos gobiernos cuando tienen algo que decir, debería 
ser capaz de seguir adelante por su propio impulso y no 
debería tratar de adaptar su rumbo mediante referencias a 
tendencias de pensamiento que son casi insondables.

44.  Aunque tiene poco que decir con respecto a las tres 
primeras partes del segundo informe, sobre todo porque 
recapitula las etapas anteriores, el Relator Especial le ha 
ofrecido una buena excusa, al citar la máxima repetitio 
est mater studiorum, para resumir las reacciones que ha 
expresado respecto al informe preliminar en la reunión de 
la Comisión celebrada el 27 de julio de 2006335.

45.  Principalmente desea avisar al Relator Especial 
frente a lo que él y el Sr.  Candioti calificaron de «sín-
drome García Amador», es decir, la tentación de abarcar 
toda la gama del derecho penal internacional con el pre-
texto de que el tema en examen concierne a muchas otras 
cuestiones. Es muy importante permanecer centrado en lo 
que es un tema bastante técnico, cuyo alcance no debería 
exagerarse.

46.  En particular, no debería considerarse una oportu-
nidad para tratar de redefinir o enumerar por enésima vez 
los crímenes que pueden estar incluidos dentro de la obli-
gación de extraditar o castigar. La Comisión debería limi-
tarse a determinar las categorías que ipso jure conllevan 
la aplicación del principio, incluso a falta de tratados. Le 
tranquiliza un tanto el hecho de que en el párrafo 55 del 
segundo informe el Relator Especial respalda las «pro-
puestas de que se definan las categorías de delitos especí-
ficos», subrayando el término categorías y no el término 
delitos. Es importante identificar los criterios sin tratar de 
labrar en piedra un ámbito del derecho que evoluciona 
rápidamente, teniendo presente que el conservadurismo 
es un peligro inherente a la codificación e incluso al desa-
rrollo progresivo del derecho internacional. Una vez que 
una norma se ha incorporado en un instrumento, especí-
ficamente si éste adopta la forma de convención, resulta 
mucho más difícil que esa norma evolucione. Al tratar de 
definir una categoría o categorías o un criterio o criterios, 
ese peligro no ha desaparecido completamente, no por-
que el derecho resultaría entonces más rígido sino porque 
hay menos probabilidades de que el marco se congele: 
la película debe continuar y debe permitirse que la prác-
tica evolucione. Aunque la práctica está avanzando en la 
dirección correcta, sigue habiendo bastante peligro de que 
la evolución necesaria de la práctica se vea detenida por la 
labor de codificación. 

47.  Otra razón para no elaborar una lista excesiva-
mente detallada de delitos que generen la obligación de 
extraditar o castigar es que simplemente es imposible. 

335 Anuario... 2006, vol. I, 2901.ª sesión, párrs. 58 a 70.
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Además de las categorías de delitos antes mencionadas, 
los Estados podrían comprometerse a extraditar o juzgar a 
los presuntos autores de cualquier otro delito incluido en 
un tratado bilateral o multilateral. Cabría objetar que se 
trata de un caso de leyes especiales y, por tanto fuera del 
ámbito del tema, que concierne solamente a los casos en 
que no hay obligación de extraditar o juzgar en virtud de 
ningún tratado vigente. Sin embargo, esta objeción no es 
válida ya que el texto futuro debe tratar, en primer lugar, 
de catalogar las categorías en las que la obligación de 
extraditar o castigar incumbe ipso jure a los Estados, inde-
pendientemente de que exista un tratado sobre la cuestión, 
y esos casos existen, cuestión en la que está totalmente 
en desacuerdo con los Estados Unidos. En segundo lugar, 
debe también tener en cuenta el hecho de que si bien los 
Estados pueden comprometerse por tratado a extraditar o 
castigar, esto no es necesariamente el final de la historia. 
En efecto, el proyecto puede prestar un gran servicio, ya 
que muchos tratados consagran solamente el compromiso 
de extraditar o juzgar sin entrar en las modalidades de 
cumplir ese compromiso. Por tanto, podría establecer las 
normas aplicables en las situaciones que las partes no han 
previsto al firmar el tratado. También podría contribuir a 
establecer prioridades cuando los Estados tengan obliga-
ciones potencialmente incompatibles en virtud del dere-
cho consuetudinario o en virtud de diversos compromisos 
convencionales de extraditar o castigar.

48.  Es respecto de la categoría de prioridades donde 
el problema mencionado en el párrafo 35 del informe se 
plantea con más agudeza: la entrega de sospechosos a una 
corte penal internacional. Como algunas delegaciones de 
la Sexta Comisión señalaron, y según se indica en el pá-
rrafo 35 y por la Sra. Escarameia, la cuestión se rige por 
normas jurídicas diferentes. No obstante, la aplicación de 
la obligación de extraditar o juzgar podría suspenderse si 
la entrega a una corte penal internacional tiene prioridad 
sobre la obligación aut dedere aut judicare. El problema 
resulta aún más complicado por el hecho de que, para 
aquellos Estados para quienes surja la obligación en vir-
tud de tratados bilaterales, el estatuto de la corte penal 
internacional de que se trate puede constituir una res inter 
alios acta. Todas estas hipótesis deben preverse en el pro-
yecto futuro.

49.  Además sobre las categorías de delitos que conlle-
van ipso jure, es decir, sin una disposición específica de 
un tratado, la aplicación de la obligación de extraditar 
o juzgar, el orador señala que en el informe del Relator 
Especial se prevén todas las categorías posibles excepto 
la que él personalmente considera más obvia, a saber: los 
crímenes contra la paz y la seguridad de la humanidad. 
Esta omisión es tanto más sorprendente y desafortunada 
ya que, en primer lugar, concierne a uno de los logros ver-
daderos de la Comisión, a saber la adopción en 1996 del 
proyecto de código de delitos contra la paz y la seguridad 
de la humanidad336 y que, en segundo lugar, esos delitos 
son quizá los únicos delitos, pero ciertamente el núcleo 
básico de los delitos, a los que se aplica ipso jure el prin-
cipio aut dedere aut judicare. Por último, el proyecto de 
código establece claramente la obligación de extraditar o 
castigar. Hay que admitir que el Relator Especial dedica 
dos párrafos de su informe al proyecto de código pero, 

336 Véase la nota 324 supra.

al trazar una distinción entre los crímenes que conllevan 
ipso jure la obligación de extraditar o juzgar y los demás 
crímenes, ni una vez abriga la posibilidad de que la pri-
mera categoría pueda consistir simplemente en crímenes 
contra la paz y la seguridad de la humanidad.

50.  Su segunda observación general es que el párrafo 26 
del informe cita la opinión de que el principio aut dedere 
aut judicare no forma parte del derecho internacional 
consuetudinario y ciertamente no pertenece al jus cogens. 
En tanto que la primera afirmación es totalmente equivo-
cada, al menos con respecto a determinadas categorías de 
crímenes, la segunda merece un examen más detenido. 
Ciertamente muestra que algunos Estados no están favo-
rablemente dispuestos a extender la obligación de extradi-
tar o juzgar a ningún otro delito salvo los delitos contra la 
paz y la seguridad de la humanidad. Su impresión inicial, 
quizá errónea, es que la prohibición de perpetrar un cri-
men contra la paz y la seguridad de la humanidad forma 
parte del jus cogens. Si es así, entonces no es en modo 
alguno evidente que la obligación de castigar o extraditar 
no sea también una norma perentoria. Esta cuestión tiene 
que resolverse y con bastante rapidez, ya que si la regla 
aut dedere aut judicare en algunos casos no puede consi-
derarse una norma perentoria, la Comisión debe pregun-
tarse si hay también casos en que la norma se aplica pero 
no es perentoria.

51.  Su última observación general se refiere a la rela-
ción del tema con el de la jurisdicción universal, cuestión 
que parece haber causado al Relator Especial un males-
tar comprensible. Personalmente habría preferido que el 
tema de la jurisdicción universal se incluyera en el pro-
grama de la Comisión, pero dado que la Comisión ha 
optado por otra cosa, es necesario atenerse a esa decisión 
y no confundir las dos. En el párrafo 103, el Relator Espe-
cial es sumamente cauteloso al formular su declaración 
de que «hasta cierto punto» tales crímenes o delitos «se 
encuadrarían» en las infracciones sujetas a jurisdicción 
universal. ¿En qué medida? ¿Cuál es la relación entre las 
dos cuestiones? La Comisión tendrá que dar una respuesta 
lo antes posible.

52.  En principio, el orador no encuentra nada que 
criticar en el proyecto de artículo  1, salvo el uso desa-
fortunado de la palabra fonctionnement en francés («fun-
cionamiento» en español), aunque la palabra operation en 
inglés parece algo mejor. Está totalmente de acuerdo con 
el Relator Especial y con el Sr.  Dugard en que debería 
hablarse de «principio» más que de «obligación».

53.  Sobre las explicaciones dadas respecto del proyecto 
de artículo 1, cuya revisión al Comité de Redacción apoya, 
difícilmente cabría discutir la observación hecha en el pá-
rrafo 95 en el sentido de que la extradición de las perso-
nas jurídicas sería —es lo menos que puede decirse— una 
proposición difícil. Sin embargo, quizá conviniera decirse 
explícitamente en el proyecto de artículo 1. Por ejemplo, 
el texto podría decir que si una persona jurídica comete o 
es cómplice en un crimen que encaje en una o más catego-
rías que ponen en juego el principio aut dedere aut judi-
care, se producirán consecuencias. Si el crimen es una 
violación de jus cogens o un crimen contra la paz y la 
seguridad de la humanidad, debería encontrarse un prin-
cipio que sustituya al principio aut dedere aut judicare.
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54.  En el párrafo  96, el Relator Especial dice que la 
expresión «bajo su jurisdicción» no significa que una per-
sona física o natural deba encontrarse materialmente en el 
territorio de un Estado determinado o «en manos» de ese 
Estado. ¿Qué significa esto? En el párrafo 97 parece decir 
implícitamente que los Estados deben juzgar a esas perso-
nas en rebeldía. Personalmente no se opone en principio 
al juicio en rebeldía, pero está de acuerdo con las obser-
vaciones hechas por la Sra. Escarameia y el Sr. Dugard 
sobre el tema. Uno no puede dedere (dar) algo que no 
habere (tiene). Por tanto, «bajo su jurisdicción» tiene que 
significar «en el territorio o bajo el control de».

55.  Por último, no entiende qué uso pretende el Relator 
hacer de la distinción entre los tres tipos de jurisdicción 
calificadas de «extraterritoriales» en el párrafo 98.

56.  En conclusión, el orador admite ser un cirujano más 
que un anestesista y tiene la enojosa costumbre de no 
adormecer a los Relatores Especiales dándoles un falso 
sentido de la seguridad profiriendo abundantes elogios. 
Como él ha sido Relator Especial, es demasiado cons-
ciente de que es una tarea ingrata. Todo el que acepta la 
tarea de Relator Especial y la cumple concienzudamente 
merece la gratitud de la Comisión. Esto ciertamente vale 
para el Sr. Galicki.

Responsabilidad de las organizaciones internacionales 
(conclusión*) (A/CN.4/577 y Add.1 y 2, secc. B, A/
CN.4/582, A/CN.4/583, A/CN.4/L.720)

[Tema 3 del programa]

Informe del Comité de Redacción

57.  El Sr. YAMADA (Presidente del Comité de Redac-
ción) presenta los títulos y textos de los proyectos de 
artículo 31 a 45 [44]** aprobados por el Comité de Redac-
ción, contenidos en el documento A/CN.4/L.720, que 
dicen lo siguiente: 

RESPONSABILIDAD DE LAS ORGANIZACIONES 
INTERNACIONALES

Segunda Parte 

CONTENIDO DE LA RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL 
DE UNA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL

Capítulo I

Principios generales

Proyecto de artículo 31.  Consecuencias jurídicas 
del hecho internacionalmente ilícito

La responsabilidad internacional de una organización internacional 
que, de conformidad con las disposiciones de la primera parte, nace de 
un hecho internacionalmente ilícito produce las consecuencias jurídicas 
que se enuncian en la presente parte.

Proyecto de artículo 32.  Continuidad del 
deber de cumplir la obligación

Las consecuencias jurídicas del hecho internacionalmente ilícito 
con arreglo a lo dispuesto en esta parte no afectan a la continuidad del 

deber de la organización internacional responsable de cumplir la obli-
gación violada.

Proyecto de artículo 33.  Cesación y no repetición

La organización internacional responsable del hecho internacional-
mente ilícito está obligada:

a)  a ponerle fin, si ese hecho continúa;

b)  a ofrecer seguridades y garantías adecuadas de no repetición, si 
las circunstancias lo exigen. 

Proyecto de artículo 34.  Reparación

1.  La organización internacional responsable está obligada a repa-
rar íntegramente el perjuicio causado por el hecho internacionalmente 
ilícito.

2.  El perjuicio comprende todo daño, tanto material como moral, 
causado por el hecho internacionalmente ilícito de la organización 
internacional. 

Proyecto de artículo 35.  Irrelevancia de las reglas de la organización

1.  La organización internacional responsable no puede invocar 
sus reglas como justificación del incumplimiento de las obligaciones 
que le incumben en virtud de la presente parte.

2.  El párrafo  1 se entiende sin perjuicio de la aplicabilidad de 
las reglas de una organización internacional con respecto a la respon-
sabilidad de la organización para con sus Estados y organizaciones 
miembros. 

Proyecto de artículo 36.  Alcance de las obligaciones 
internacionales enunciadas en la presente parte

1.  Las obligaciones de la organización internacional responsable 
enunciadas en la presente parte pueden existir con relación a otra orga-
nización o varias organizaciones, a un Estado o varios Estados o a la 
comunidad internacional en su conjunto, según sean, en particular, la 
naturaleza y el contenido de la obligación internacional violada y las 
circunstancias de la violación.

2.  La presente parte se entiende sin perjuicio de cualquier derecho 
que la responsabilidad internacional de la organización internacional 
pueda generar directamente en beneficio de una persona o de una enti-
dad distinta de un Estado o una organización internacional. 

Capítulo II

Reparación del perjuicio

Proyecto de artículo 37.  Formas de reparación

La reparación íntegra del perjuicio causado por el hecho internacio-
nalmente ilícito adoptará la forma de restitución, de indemnización y de 
satisfacción, ya sea de manera única o combinada, de conformidad con 
las disposiciones del presente capítulo. 

Proyecto de artículo 38.  Restitución

La organización internacional responsable de un hecho internacio-
nalmente ilícito está obligada a la restitución, es decir, a restablecer la 
situación que existía antes de la comisión del hecho ilícito, siempre que 
y en la medida en que esa restitución:

a)  no sea materialmente imposible;

b)  no entrañe una carga totalmente desproporcionada con relación 
al beneficio que derivaría de la restitución en vez de la indemnización. 

Proyecto de artículo 39.  Indemnización

1.  La organización internacional responsable de un hecho interna-
cionalmente ilícito está obligada a indemnizar el daño causado por ese 
hecho en la medida en que dicho daño no sea reparado por la restitución.

2.  La indemnización cubrirá todo daño susceptible de evalua-
ción financiera, incluido el lucro cesante en la medida en que éste sea 
comprobado. 

* Reanudación de los trabajos de la 2938.ª sesión.
** El número que figura entre corchetes remite al número original de 

los proyectos de artículo en el informe del Relator Especial.
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Proyecto de artículo 40.  Satisfacción

1.  La organización internacional responsable de un hecho inter-
nacionalmente ilícito está obligada a dar satisfacción por el perjuicio 
causado por ese hecho en la medida en que ese perjuicio no pueda ser 
reparado mediante restitución o indemnización.

2.  La satisfacción puede consistir en un reconocimiento de la vio-
lación, una expresión de pesar, una disculpa formal o cualquier otra 
modalidad adecuada.

3.  La satisfacción no será desproporcionada con relación al per-
juicio y no podrá adoptar una forma humillante para la organización 
internacional responsable. 

Proyecto de artículo 41.  Intereses

1.  Se debe pagar intereses sobre toda suma principal adeudada en 
virtud del presente capítulo, en la medida necesaria para asegurar la 
reparación íntegra. La tasa de interés y el modo de cálculo se fijarán de 
manera que se alcance ese resultado.

2.  Los intereses se devengarán desde la fecha en que debería 
haberse pagado la suma principal hasta la fecha en que se haya cum-
plido la obligación de pago. 

Proyecto de artículo 42.  Contribución al perjuicio

Para determinar la reparación se tendrá en cuenta la contribución al 
perjuicio resultante de la acción o la omisión, intencional o negligente, 
del Estado o la organización internacional lesionados o de toda persona 
o entidad en relación con la cual se exija la reparación.

Proyecto de artículo 43337.  Cumplimiento 
efectivo de la obligación de reparación 

Los miembros de la organización internacional responsable tienen 
que adoptar, de acuerdo con las normas de la organización, todas las 
medidas apropiadas para proporcionar a la organización los medios 
para cumplir efectivamente las obligaciones que le incumben en virtud 
del presente capítulo.

Capítulo III

Violaciones graves de obligaciones emanadas de 
normas imperativas de derecho internacional

Proyecto de artículo 44 [43].  Aplicación del presente capítulo

1.  El presente capítulo se aplicará a la responsabilidad internacional 
generada por una violación grave por una organización internacional de 
una obligación que emane de una norma imperativa de derecho interna-
cional general.

2.  La violación de tal obligación es grave si implica el incum-
plimiento flagrante o sistemático de la obligación por la organización 
internacional responsable. 

Proyecto de artículo 45 [44].  Consecuencias particulares de la 
violación grave de una obligación en virtud del presente capítulo

1.  Los Estados y las organizaciones internacionales deben coo-
perar para poner fin, por medios lícitos, a toda violación grave en el 
sentido del artículo 44 [43].

2.  Ningún Estado u organización internacional reconocerá como 
lícita una situación creada por una violación grave en el sentido del 
artículo  44 [43], ni prestará ayuda o asistencia para mantener esa 
situación.

3.  El presente artículo se entenderá sin perjuicio de las demás con-
secuencias enunciadas en esta parte y de toda otra consecuencia que 
una violación a la que se aplique el presente capítulo pueda generar 
según el derecho internacional.

337 El texto siguiente fue propuesto, debatido y apoyado por algunos 
miembros: «La organización internacional responsable adoptará todas las 
medidas apropiadas de acuerdo con sus normas para que sus miembros 
proporcionen a la organización los medios para cumplir efectivamente 
las obligaciones que le incumben en virtud del presente capítulo».

58.  En la sesión 2935.ª, celebrada el 12 de julio de 2007, 
la Comisión remitió los 14 proyectos de artículo propues-
tos por el Relator Especial en su quinto informe, a saber 
los proyectos de artículo 31 a 44, al Comité de Redac-
ción. En la 2938.ª sesión, celebrada el 18 de julio de 2007, 
la Comisión remitió también al Comité de Redacción 
un proyecto de artículo suplementario propuesto por el 
Relator Especial, teniendo en cuenta la propuesta escrita 
de un miembro de la Comisión y el debate en el pleno. 
En cinco sesiones, celebradas los días 18, 19, 20 y 25 de 
julio de 2007, el Comité de Redacción terminó con éxito 
el examen de todos los proyectos de artículo que se le 
habían remitido. Desea rendir homenaje al Relator Espe-
cial, Sr. Giogio Gaja, cuyo dominio del tema, orientación 
y cooperación facilitó enormemente la labor del Comité 
de Redacción. También da las gracias a los miembros del 
Comité de Redacción por su participación activa y valio-
sas contribuciones al feliz resultado.

59.  Los 15 proyectos de artículo sometidos a la 
Comisión, es decir los proyectos de artículo 31 a 45 [44], 
forman la segunda parte del proyecto, relativa al conte-
nido de la responsabilidad internacional de una organi-
zación internacional, es decir, las consecuencias jurídicas 
para una organización internacional dimanantes de la 
nueva relación jurídica que resulta de la comisión de un 
hecho internacionalmente ilícito.

60.  La segunda parte consta de tres capítulos. El capítu-
lo  I, que consta de los proyectos de artículo  31 a 36, 
enuncia una serie de principios generales. El capítulo II, 
titulado «Reparación del perjuicio», que comprende los 
proyectos de artículo 37 a 43, aborda las distintas formas 
de reparación y la relación entre ellas, en particular las 
consecuencias de la contribución de la víctima al perjui-
cio. El capítulo III, que abarca los proyectos de artículo 44 
[43] y 45 [44], se centra en una categoría particular de 
consecuencias jurídicas: las resultantes de las violaciones 
graves de obligaciones resultantes de normas perentorias 
de derecho internacional general. El proyecto de artículos 
corresponde a los proyectos de artículos 28 a 41 sobre la 
responsabilidad de los Estados por hechos internacional-
mente ilícitos338. No obstante, el proyecto de artículo 43 
es nuevo y no tiene una disposición correspondiente en 
el proyecto de artículos sobre la responsabilidad de los 
Estados.

61.  El Comité de Redacción no ha introducido cam-
bios en el texto propuesto por el Relator Especial para 
los proyectos de artículo 31 a 34, que corresponden a los 
proyectos de artículo 28 a 31 del proyecto sobre la respon-
sabilidad de los Estados.

62.  El proyecto de artículo 31 enuncia los parámetros 
generales para la aplicación de la segunda parte, enlazán-
dola con la parte primera, que ya ha sido adoptada pro-
visionalmente. El proyecto de artículo 32 se refiere a la 
continuidad del deber de cumplir la obligación. Aunque el 
incumplimiento de una obligación resultante del derecho 
internacional general no afecta en cuanto tal a la obliga-
ción subyacente, el comentario indicará que hay situacio-
nes en las que puede cesar la continuidad del deber de 

338 Anuario... 2001, vol. II (segunda parte) y corrección, págs. 28 y 
29 y 93 a 124.
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cumplir la obligación. Esto podría suceder en las relacio-
nes convencionales, cuando una vulneración importante 
de un tratado bilateral puede hacer que la organización 
internacional lesionada ponga fin al tratado. Se ha suge-
rido en el pleno que una disposición explícita en ese sen-
tido debería incorporarse en el proyecto de artículo  32, 
pero el Comité de Redacción ha considerado suficiente 
explicar la cuestión en el comentario.

63.  El proyecto de artículo 33, sobre la cesación y no 
repetición, aborda dos cuestiones separadas pero rela-
cionadas entre sí que surgen del incumplimiento de una 
obligación internacional las que, sin embargo, no cons-
tituyen por sí mismas consecuencias jurídicas de ese 
incumplimiento, a saber: la cesación del acto ilícito y las 
seguridades y garantías de no repetición. Estas cuestio-
nes se abordan en los apartados a y b, respectivamente. 
Se señaló en el pleno, y se reconoció en el Comité de 
Redacción, que las modalidades del proceso de toma de 
decisiones de las organizaciones internacionales respon-
sables hacen difícil prever una situación en la que pueda 
ser aplicable el ofrecimiento de seguridades y garantías 
de no repetición por una organización internacional. En el 
comentario se señala a la atención esta cuestión. Aunque 
la práctica en esta esfera concierne principalmente a los 
Estados, el Comité de Redacción no ha considerado justi-
ficado prever una norma diferente respecto a las organiza-
ciones internacionales. 

64.  El proyecto de artículo  34 establece el principio 
jurídico enunciado en el caso Usine de Chorzów según 
el cual «el incumplimiento de una obligación conlleva 
a la obligación de dar reparación en la forma adecuada» 
[pág. 29] y que, a ese respecto, la organización responsa-
ble debe tratar de «eliminar todas las consecuencias del 
hecho ilícito y restablecer la situación que con toda pro-
babilidad existiera si el hecho no se hubiera cometido» 
[pág. 47]. El Comité de Redacción ha conocido la escasez 
de la práctica relevante, la mayoría de lo cual se refiere al 
arreglo de controversias en materia de empleo y relacio-
nes contractuales. Sin embargo, esto no se ha considerado 
razón suficiente para apartarse del principio firmemente 
establecido. El Comité de Redacción ha reconocido tam-
bién que merecería la pena subrayar en el comentario la 
peculiaridad que puede surgir respecto de las organizacio-
nes internacionales cuando la reparación íntegra dependa 
del grado de implicación de la organización internacional 
y de sus miembros.

65.  El proyecto de artículo 35, que corresponde en gran 
medida al proyecto de artículo 32 del proyecto sobre la 
responsabilidad de los Estados339, ha sido objeto de trato 
detallado en el Comité de Redacción. Trata de la irrele-
vancia de las normas de la organización. En particular, el 
debate se ha centrado en la disposición propuesta por el 
Relator Especial que tenía por objeto incluir la situación 
especial de las organizaciones internacionales cuando sus 
propias normas pueden constituir la base del incumpli-
miento de una obligación internacional. Se recordará que 
el proyecto de artículo 4 define las reglas de la organi-
zación en el sentido de que incluyen, en particular, los 
instrumentos constitutivos, las decisiones, las resolucio-
nes y los demás actos de la organización adoptados de 

339 Ibíd., págs. 28 y 100.

conformidad con esos instrumentos; y la práctica estable-
cida de la organización. Además, en virtud del proyecto de 
artículo 8, se prevé el incumplimiento de una obligación 
internacional cuando se ha producido el incumplimiento 
de una obligación establecida por una norma de la orga-
nización. Por tanto, ha sido necesario abordar la situación 
en los casos en que las normas de la organización puedan 
incidir en la responsabilidad en lo que se refiere especial-
mente a los miembros de la organización.

66.  Esta disposición ha planteado varias cuestiones, 
en particular si la disposición en sí es necesaria, si es 
suficientemente clara, y si se aplicará a las situaciones 
previstas en los proyectos de artículo 44 [43] y 45 [44]. 
La preocupación de quienes tenían dudas acerca de la dis-
posición se ha centrado principalmente en su alcance que 
al parecer es amplio. Se ha temido que la organización 
responsable la utilizara para evitar las consecuencias que 
podrían surgir como consecuencia del incumplimiento de 
una obligación internacional, en particular respecto de 
los incumplimientos graves de las normas perentorias de 
derecho internacional general. Sin embargo, ha quedado 
entendido claramente en el Comité de Redacción que la 
disposición tiene un alcance más limitado. Se aplica en 
relación a los miembros de la organización y no se aplica 
a las obligaciones para con la comunidad internacional en 
su conjunto.

67.  En cuanto a la cuestión de saber si la disposición 
es suficientemente clara, ha habido cierta preocupación 
en que parecía prevalecer sobre la norma principal. Se 
ha indicado que debería desvincularse de la norma prin-
cipal y que la norma principal, a saber la no invocación 
de las normas de la organización como justificación, 
debería tener mayor preeminencia. En  consecuencia, se 
ha acordado que la norma principal debería expresarse 
separadamente, como párrafo 1. Es decir, la organización 
internacional no debe depender de sus normas para justifi-
car el incumplimiento de las obligaciones establecidas en 
la segunda parte del proyecto. La referencia a las normas 
«pertinentes» se ha suprimido por considerarla innecesa-
ria. La presente formulación sigue más de cerca el texto 
del artículo correspondiente del proyecto sobre la respon-
sabilidad de los Estados.

68.  En cuanto a la disposición en sí, se ha indicado 
que, si se pone en un párrafo separado, debería adoptar 
la fórmula de una cláusula «sin perjuicio de», a fin de 
expresar que, no obstante la norma principal contenida 
en el párrafo  1, las normas pueden disponer otra cosa 
con respecto a la responsabilidad de la organización para 
con uno o más de sus miembros. Ahora bien, su formu-
lación como cláusula «sin perjuicio de» plantea varias 
dificultades. No queda claro, particularmente como 
consecuencia de la combinación de «sin perjuicio de» 
y «quizá disponga otra cosa», y esto parece afectar a la 
norma básica. En definitiva, se ha considerado apropiado 
formular la disposición como una cláusula «sin perjuicio 
de». Por tanto, el párrafo 2 dispone que «El párrafo 1 se 
entiende sin perjuicio de la aplicabilidad de las reglas 
de una organización internacional con respecto a la res-
ponsabilidad de la organización para con sus Estados y 
organizaciones miembros». El comentario tendrá más 
que decir con respecto a las consecuencias del incum-
plimiento de una obligación internacional nacida de la 
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vulneración de una regla de la organización con respecto 
a sus miembros. Además, el proyecto de artículo reper-
cute en cualquier disposición que pueda formularse en el 
futuro sobre la lex specialis.

69.  El último proyecto de artículo de este capítulo, 
relativo al alcance de las obligaciones internacionales 
enunciadas en la presente parte, también fue motivo de 
un debate considerable. El proyecto de artículo 36 corres-
ponde al proyecto de artículo 33 del proyecto de artículos 
sobre la responsabilidad de los Estados340.

70.  El problema inicial era si había alguna justificación 
para especificar que las obligaciones enunciadas en la 
segunda parte obligaban solamente a las demás organiza-
ciones, Estados o a la comunidad internacional en su con-
junto, y no a cualquier otra persona o entidad. Se afirmó 
que la probabilidad de que hubiera obligaciones de una 
organización responsable que afectaran a otras personas o 
entidades era mayor en el caso de un Estado responsable, 
del que se ocupó el proyecto de artículos sobre la respon-
sabilidad de los Estados.

71.  No obstante, se recordó que el plan previsto en la 
segunda parte no excluía la situación posible de que un 
hecho internacionalmente ilícito acarreara consecuencias 
jurídicas con respecto a las relaciones entre una organiza-
ción internacional responsable por ese hecho y personas 
o entidades distintas de un Estado u organización inter-
nacional. Después de todo, el artículo 1 del proyecto de 
artículos preveía que los proyectos de artículo se aplica-
ban a la responsabilidad internacional de una organiza-
ción internacional por un hecho que sea ilícito en derecho 
internacional. La  única limitación consistía en el hecho 
de que la segunda parte no se aplicaba a las obligaciones 
relativas a la reparación en la medida en que esas obliga-
ciones pudieran surgir con respecto a una persona o ser 
invocadas por una persona o entidad distinta de un Estado 
u organización internacional. El derecho de esa persona 
o entidad distinta de un Estado u organización interna-
cional, como se indica en el párrafo 2 propuesto por el 
Relator Especial, no debe por tanto prejuzgarse. Este 
entendimiento contribuyó a un acuerdo en que no había 
necesidad de cambiar el párrafo 1.

72.  Sin embargo, eso ocasionó el traslado de algunas 
preocupaciones al párrafo 2. En particular, se sugirió que 
el párrafo 2, que tenía una disposición correspondiente en 
el proyecto de artículos sobre la responsabilidad de los 
Estados, no era claro y podría ocasionar una interpreta-
ción errónea de los órganos judiciales en el sentido de que 
los artículos no tenían nada que ver con los derechos de 
las personas o entidades distintas de los Estados u organi-
zaciones internacionales. En cualquier caso, la expresión 
«pueda generar» parece poner en duda la existencia del 
derecho de la persona o entidad distinta de un Estado u 
organización internacional.

73.  Se señaló también que había asimetría entre los 
párrafos 1 y 2. En tanto que el párrafo 1 se refería a las 
«obligaciones», el párrafo 2 se refería a «derecho». Por 
tanto, el párrafo 2 debería remodelarse para que se aco-
plara al texto del párrafo 1.

340 Ibíd., págs. 28, 100 y 101.

74.  Se confirmó que la expresión «pueda generar» era 
una referencia a la posibilidad de una reclamación directa 
que surgiera, más que a una expresión de duda sobre la 
existencia de ese derecho.

75.  Tras un amplio debate, se propuso que se reformu-
lara el párrafo 2 como sigue: «La primera parte se entiende 
sin perjuicio de cualquier derecho de una persona o enti-
dad distinta de un Estado u organización internacional, 
resultante de la responsabilidad internacional de una orga-
nización internacional».

76.  Aunque inicialmente había opiniones diferentes 
sobre si ese texto ampliaba o reducía el alcance de la for-
mulación original, finalmente parecía haber cierto enten-
dimiento general en que, en el fondo, ambas opciones 
eran la misma.

77.  Sin embargo, se sacaron diferentes conclusiones de 
ese entendimiento. Un grupo consideró que era necesa-
rio mantener la integridad y congruencia entre los textos 
sobre la responsabilidad de los Estados y sobre la respon-
sabilidad internacional de las organizaciones internacio-
nales. A fin de garantizar la certidumbre y previsibilidad 
de la interpretación jurídica, la Comisión tendría que 
encontrar una justificación para apartarse del texto utili-
zado en los proyectos de artículo sobre la responsabilidad 
de los Estados, aunque ese cambio sólo fuera de redac-
ción. Es decir, sería difícil de explicar el lenguaje más 
directo, cuando de hecho el proyecto de artículos sobre la 
responsabilidad de los Estados no trata de quitar impor-
tancia a los derechos de las personas o entidades distintas 
de los Estados y cuando no se ha producido una evolu-
ción. Este grupo consideró importante mantener el texto 
aportado por el Relator Especial. Quedó entendido clara-
mente que el comentario reflejaría las diferencias matiza-
das entre el papel de las personas y entidades respecto de 
la responsabilidad de los Estados y de la responsabilidad 
de las organizaciones internacionales.

78.  El otro grupo opinó que el lenguaje más directo del 
texto alternativo era más claro y expresaba el alcance del 
párrafo con más precisión. La situación respecto a la res-
ponsabilidad de los Estados no era totalmente similar a 
la responsabilidad de las organizaciones internacionales. 
El hecho de que las «reglas de la organización» son parte 
del derecho internacional crea una situación diferente que 
justificaba el uso de un texto más directo. Esta situación 
presenta perspectivas más amplias para la afirmación de 
los derechos relativos a las personas o entidades distin-
tas de los Estados u organizaciones internacionales en el 
ámbito de la responsabilidad internacional de unas orga-
nizaciones internacionales. Este grupo era partidario de 
cambiar el texto, quedando entendido que en el comenta-
rio se indicaría que el uso de un texto diferente no tenía 
por objeto cambiar el fondo del texto respecto del párrafo 
correspondiente del proyecto de artículos sobre la respon-
sabilidad de los Estados.

79.  Al final se hizo un sondeo provisional, en el que se 
indicó preferencia por retener el texto propuesto por el 
Relator Especial.

80.  Pasando al proyecto de artículos que contiene 
el capítulo II de la segunda parte, el orador dice que el 
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capítulo, que trata de la reparación del perjuicio, con-
tiene siete proyectos de artículo, a saber los proyectos 
de artículo  37 a 43. Los proyectos de artículo  37 a 42 
corresponden a los proyectos de artículo  34 a 40 sobre 
la responsabilidad de Estados por hechos internacional-
mente ilícitos. El Comité de Redacción no ha introdu-
cido ningún cambio en esos proyectos de artículo como 
propuso el Relator Especial salvo una leve corrección  
en el proyecto de artículo 41. En cuanto al proyecto de 
artículo 43, es una versión enmendada al proyecto de ar-
tículo suplementario remitido por el Comité de Redacción 
el 18 de julio de 2007.

81.  El proyecto de artículo 37 introduce varias formas 
de reparación del perjuicio causado por un hecho inter-
nacionalmente ilícito. Dado que no hay razón para consi-
derar que la obligación de hacer la reparación se aplique 
de forma diferente a los Estados y a las organizaciones 
internacionales, nada justificaba apartarse en el proyecto 
actual del texto genérico utilizado en el proyecto de ar-
tículo  34 sobre la responsabilidad de los Estados. Por 
tanto, el proyecto de artículo 37 describe la restitución, 
indemnización y satisfacción, ya sea de forma única o 
combinada, como diversas formas de reparación del per-
juicio causado por el hecho ilícito de una organización 
internacional responsable.

82.  El proyecto de artículo  38 habla de la restitu-
ción como primera forma de reparación debida por una 
organización internacional responsable. Como sucede 
con las demás formas de reparación, la práctica de las 
organizaciones internacionales a este respecto es limi-
tada. Sin embargo, pueden encontrarse casos en los que 
la práctica confirma la aplicabilidad de la obligación de 
dar restitución a las organizaciones internacionales. Las 
observaciones hechas en el pleno sobre la redacción de 
la disposición no estaban motivadas por ninguna especi-
ficidad que la situación de las organizaciones internacio-
nales ofrezca a este respecto. En consecuencia, el Comité 
de Redacción mantuvo para el proyecto de artículo 38 el 
texto del proyecto de artículo 35 sobre la responsabilidad 
de los Estados341, con la habitual sustitución de la palabra 
«Estado» por «organización internacional».

83.  El Comité de Redacción llegó a la misma conclu-
sión respecto del proyecto de artículo  39, relativo a la 
indemnización. El Relator especial señaló que la sugeren-
cia hecha en el pleno de que se ofrezca a la parte lesio-
nada una opción entre la restitución y la indemnización 
se tratará más adecuadamente en la tercera parte del pro-
yecto, sobre la aplicación de la responsabilidad. De hecho 
hay una disposición en ese sentido en el apartado b del 
párrafo 2 del proyecto de artículo 43 sobre la responsabi-
lidad de los Estados342.

84.  El proyecto de artículo  40 establece la obligación  
de dar satisfacción y detalla las posibles formas y condi-
ciones para su ejercicio. A diferencia de los proyectos de 
artículo 37 a 39, dio lugar a un extenso debate en el Comité 
de Redacción. Como se señaló en el pleno, la satisfac-
ción puede muy bien aparecer como forma de reparación 
a la que las organizaciones internacionales recurren con 

341 Ibíd., págs. 29 y 102 a 105.
342 Ibíd., págs. 29 y 127 a 129.

más frecuencia que a la restitución o la indemnización; al 
mismo tiempo, plantea algunas cuestiones específicas que 
el Comité de Redacción examinó cuidadosamente.

85.  Se recordará que algunos miembros de la Comisión 
expresaron dudas acerca de la necesidad de mantener la 
referencia a la «disculpa formal» en el párrafo 2 del pro-
yecto de artículo 40, así como a la mención de la satis-
facción de forma humillante en el párrafo 3. Razonaron, 
especialmente con respecto a este último punto, que las 
consideraciones que se aplican a los Estados a ese respecto 
son de dudosa pertinencia en lo que concierne a las organi-
zaciones internacionales. En cualquier caso, para que una 
parte lesionada presente una reclamación respecto de la 
forma humillante de una satisfacción sería, según una opi-
nión, un abuso de derechos, que hacía innecesario man-
tener una referencia expresa en el proyecto de artículo. 
Cabe argüir que una situación en la que una organización 
internacional responsable sea humillada al dar satisfac-
ción no es probable que se produzca frecuentemente en la 
práctica. Sin embargo, el Comité de Redacción consideró 
que la posibilidad de esa humillación no podía excluirse. 
Consideró también que suprimir las palabras pertinentes 
en el párrafo 3 podría tener el efecto indeseable de indicar 
implícitamente que incluso podría requerirse de la organi-
zación responsable una forma humillante de satisfacción.

86.  En el curso del debate sobre el párrafo 3 del pro-
yecto de artículo 40, se indicó también que después de las 
palabras «organización internacional responsable» debe-
rían agregarse las palabras «o sus órganos», a fin de tener 
en cuenta la composición limitada y los poderes específi-
cos de algunos órganos a los que podría particularmente 
dirigirse la petición de una forma humillante de satisfac-
ción. Ahora bien, esa situación afectaría necesariamente a 
la organización responsable a través de sus órganos y, por 
tanto, no requiere una adición específica a la disposición.

87.  La posibilidad de agregar las palabras «o sus miem-
bros» al final del párrafo  3 del proyecto de artículo  40 
despertó más apoyo en el seno del Comité de Redacción, 
ya que parecía hacer más realista la perspectiva de una 
forma humillante de satisfacción. Por ejemplo, cabría 
concebir una fuerza de mantenimiento de la paz cuyos 
actos se atribuyeran a las Naciones Unidas y, si fueran 
ilícitos, acarrearía su responsabilidad internacional. La 
parte perjudicada podría pedir que la organización diera 
alguna forma de satisfacción humillante al Estado que 
proporcionó la fuerza. En ese caso, la personalidad jurí-
dica de la organización no quedaría afectada, ya que la 
obligación de dar satisfacción le seguiría incumbiendo a 
ella y no al Estado. Sin embargo, el Estado podría quedar 
indirectamente humillado al ser objeto específicamente de 
la petición de la parte lesionada.

88.  Aunque convinieron en que ese caso podría muy 
bien producirse en la práctica, varios miembros del 
Comité de Redacción consideraron que la adición suge-
rida al párrafo 3 del proyecto de artículo 40 haría dema-
siado hincapié en los Estados miembros en una situación 
en la que la organización internacional fuera responsable 
y estuviera obligada a dar satisfacción. En términos prác-
ticos, se esperaría que la organización consultara con sus 
Estados miembros y optara por una forma de satisfacción 
que no fuera humillante ni para ella ni para ellos.
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89.  Tras un sondeo tentativo, se decidió mantener el 
proyecto de artículo 40 en la fórmula propuesta inicial-
mente por el Relator Especial, quedando entendido que 
en el comentario se valoraría la cuestión de los Estados 
miembros que fueran humillados por una forma especí-
fica de satisfacción requerida de la organización.

90.  El proyecto de artículo 41 trata de los intereses sobre 
toda suma principal, a fin de garantizar y asegurar la repa-
ración íntegra. En el pleno se propuso que se agregara una 
disposición al párrafo 2, diciendo que la parte perjudicada 
podría renunciar a los intereses o impedir en cualquier 
momento que corrieran antes de que se cumpliera con la 
obligación de pagar. La posibilidad de una renuncia no se 
limita al pago de los intereses, ya que en efecto no es infre-
cuente en la práctica que la parte perjudicada no requiera 
la reparación íntegra. Además, obsérvese que la cuestión 
de la renuncia a una reclamación se aborda en la Tercera 
parte del proyecto de artículos sobre la responsabilidad de 
los Estados. El Comité de Redacción adoptó el proyecto de 
artículo 41 sin modificaciones, excepto la sustitución de la 
palabra payable por due en el texto inglés de la primera ora-
ción, a fin de alinear el texto con el proyecto de artículo 38 
sobre la responsabilidad de los Estados343.

91.  El proyecto de artículo 42 se refiere a la contribu-
ción al perjuicio. Se recordará que en el pleno se hicieron 
algunas observaciones en el sentido de que debería darse 
alguna orientación general respecto de la distribución de 
la responsabilidad en función de determinadas distincio-
nes categóricas. Cabe argüir que la responsabilidad de la 
organización internacional respecto de una recomenda-
ción debe ser limitada, si se compara con la del Estado 
que actúa sobre la base de esa recomendación. No obs-
tante, ésta no es una cuestión tratada en el proyecto de ar-
tículo 42, que se ocupa de la contribución de la víctima al 
perjuicio causado por el hecho internacionalmente ilícito.

92.  Otras dos cuestiones planteadas en el pleno se abor-
daron durante el debate del proyecto de artículo 42 en el 
Comité de Redacción. Primera, se confirmó que la expre-
sión «intencional o negligente» se aplicaba tanto a la omi-
sión como a la acción de la parte perjudicada. Segunda, 
el Relator Especial indicó su propósito de especificar el 
comentario que el proyecto de artículo 42 se entiende sin 
perjuicio del deber de la víctima del hecho internacional-
mente ilícito de mitigar los perjuicios.

93.  Durante el debate del proyecto de artículo  42 en 
el Comité de Redacción se formularon comentarios 
parecidos a los anteriormente hechos en relación con el 
proyecto de artículo 36. Se recordará, por ejemplo, que 
el proyecto de artículo 1 del proyecto sobre protección 
diplomática344 consideraba que las personas naturales 
o jurídicas resultaban directamente perjudicadas por el 
hecho internacionalmente ilícito, en tanto que el pro-
yecto de artículo  42 hace referencia solamente a toda 
persona o entidad «en relación con la cual se exija la 
reparación». Esta  limitación pareció a algunos de los 
miembros tanto más difícil de aceptar cuanto que algu-
nas de las cuestiones más frecuentes planteadas en la 
práctica concernían a las vulneraciones de los contratos 

343 Ibíd., págs. 29 y 115 a 117.
344 Anuario... 2006, vol. II (segunda parte), cap. IV, secc. E.

de trabajo en las organizaciones internacionales. En esos 
casos, la contribución de la víctima al perjuicio podría 
desempeñar un papel predominante.

94.  No obstante, el Comité de Redacción consideró que 
toda modificación de que el proyecto de artículo 42 a ese 
respecto no sería compatible con las disposiciones ante-
riormente adoptadas respecto del alcance del proyecto de 
artículos. El comentario al proyecto de artículo haría una 
referencia explicativa al proyecto de artículos sobre pro-
tección diplomática, a fin de aclarar los diferentes plan-
teamientos conceptuales adoptados en ese texto y en el 
presente proyecto respectivamente. Ya se reconoció que 
el proyecto debería incluir solamente la responsabilidad 
de una organización internacional para con un Estado u 
otra organización internacional y de las obligaciones naci-
das de la misma. No significa que las personas o entidades 
distintas de los Estados y las organizaciones internacio-
nales no puedan considerarse lesionadas o perjudicadas 
en virtud de otras normas de derecho internacional.

95.  El proyecto de artículo  43 es una versión enmen-
dada del proyecto de artículo complementario remitido al 
Comité de Redacción el 18 de julio de 2007. Se recor-
dará que la propuesta inicial hecha en el pleno se modi-
ficó antes de enviarla al Comité de Redacción, incluyendo 
una referencia a las reglas de la organización. En el pleno, 
aunque algunos miembros de la Comisión consideraron 
que los Estados miembros de una organización internacio-
nal estaban obligados, en virtud del derecho internacional 
general, a proporcionar a la organización los medios para 
dar efectivamente una reparación, otros entendieron que 
esa obligación no existía fuera de las reglas de la organi-
zación responsable. Por esta razón, consideraron que no 
había necesidad de agregar al proyecto de artículos una 
disposición que impusiera a los Estados la obligación 
incorporada en el proyecto de artículo complementario.

96.  El Comité de Redacción celebró un amplio debate 
sobre el proyecto de artículo complementario. Según una 
opinión, el texto propuesto por el Relator Especial podría 
entenderse en el sentido de que afirmaba que los Estados 
miembros estaban obligados por la obligación prevista en 
la disposición a menos que las reglas de la organización 
dispusieran otra cosa. A fin de aclarar la relación entre la 
organización y sus miembros a ese respecto, se propuso que 
la expresión «de acuerdo con» se sustituyera por «con arre-
glo a» o «en virtud de» o «siguiendo las reglas de la orga-
nización». Pese a los posibles problemas de traducción, se 
consideró que la expresión “de acuerdo con” era una frase 
habitual, que dejaba suficientemente claro que los Estados 
miembros debían atenerse a las reglas de la organización.

97.  Se convino en que la expresión «de acuerdo con las 
normas de la organización» se incluyera entre las palabras 
«adoptar» y «todas las medidas apropiadas». Este cambio 
coincidiría con la opinión ampliamente compartida de que 
la obligación prevista en el proyecto de artículo 43 dima-
naba de las reglas de la organización. El comentario deja-
ría también claro que, si las reglas de la organización no 
contenían una disposición expresa en ese sentido, inclui-
rían implícitamente la obligación general de cooperar. 
En cumplimiento de esa obligación de cooperación, los 
Estados miembros tendrían que pensar en dar a la organi-
zación los medios para cumplir su obligación de reparar.
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98.  Varios miembros del Comité de Redacción expre-
saron preocupación porque el proyecto de artículo suple-
mentario imponía la carga en los Estados miembros. 
Según esa opinión, la obligación prevista debería redac-
tarse de una forma que vinculara a la organización inter-
nacional más que a sus miembros. Se propuso el texto 
siguiente: «La organización internacional responsable 
adoptará todas las medidas adecuadas de conformidad 
con sus normas a fin de garantizar que sus miembros 
proporcionen a la organización los medios para cumplir 
efectivamente las obligaciones previstas en el presente 
capítulo».

99.  Para los partidarios de esta propuesta, era un texto 
más apropiado para un conjunto de proyecto de artículos 
dedicado a la responsabilidad de las organizaciones inter-
nacionales; también podría impulsar a las organizaciones 
internacionales a adaptar sus normas internas a fin de 
cumplir las obligaciones previstas en la segunda parte.

100.  Aunque se expresó la opinión de que las dos dis-
posiciones eran complementarias y de que podrían de 
hecho combinarse en un solo proyecto de artículo, varios 
miembros de la Comisión consideraron que la disposi-
ción que subrayaba la obligación de la organización 
internacional difería en cuanto al tema de la disposición 
formulada en el proyecto de artículo complementario 
propuesto. Se expresó también la opinión de que la pro-
puesta hecha en el Comité de Redacción enunciaría una 
obligación sin especificar cómo había de cumplirse. El 
comentario dejaría claro que la organización internacio-
nal responsable debería esforzarse por elaborar normas 
para cumplir con sus obligaciones para con las partes 
perjudicadas.

101.  Dada la variedad de opiniones expresadas sobre 
la cuestión, el Comité de Redacción resolvió adoptar 
el texto del proyecto de artículo complementario en su 
forma enmendada en el curso del debate, acompañado de 
una nota al proyecto de artículo que reprodujera la pro-
puesta alternativa como propuesta apoyada por algunos 
de sus miembros. Las diferencias de opinión se reflejarían 
también en el comentario al proyecto de artículo.

102.  El orador desea también señalar la atención sobre 
una leve modificación de redacción en el proyecto de 
artículo  43: en el texto inglés las palabras the present 
chapter deberán sustituirse por this chapter en aras de la 
congruencia con los demás proyectos de artículos.

103.  En cuanto a la colocación del proyecto de artículo, 
se convino en que debería ponerse al final del capítulo II, 
ya que se refiere a todas las obligaciones de reparación, y 
debería titularse «Cumplimiento efectivo de la obligación 
de reparación».

104.  El último capítulo de la segunda parte, es decir el 
capítulo III, consta de dos proyectos de artículos que tra-
tan de la violación grave de las obligaciones establecidas 
por normas perentorias del derecho internacional general. 
Se ha modificado la numeración de estos proyectos de ar-
tículo, que corresponden a los proyectos de artículos 43 
y 44 propuestos originalmente por el Relator Especial, 
tras incluir un nuevo proyecto de artículo 43 al final del 
capítulo II.

105.  El proyecto de artículo 44 [43] define los paráme-
tros de aplicación del capítulo III. En el pleno se expresa-
ron dudas sobre la necesidad de distinguir una categoría 
específica de violaciones de las obligaciones de jus cogens 
por las organizaciones internacionales. Sin embargo, hubo 
amplio acuerdo en la Comisión, así como en las respuestas 
de los Estados a la cuestión planteada en el capítulo III del 
informe de la Comisión a la Asamblea General sobre la 
labor realizada en su 58.º período de sesiones, presentado 
en 2006345. Como parece no haber razón para diferenciar 
a ese respecto entre la situación de un Estado y la de una 
organización internacional, el proyecto de artículo 44 [43] 
prevé la aplicabilidad del capítulo III de la segunda parte a 
las violaciones cometidas por organizaciones internacio-
nales de obligaciones establecidas por normas perentorias 
del derecho internacional general.

106.  El proyecto de artículo 45 [44] enuncia las conse-
cuencias particulares de una violación grave en el sentido 
del proyecto de artículo 44 [43]. Como cabe claramente 
inferir del párrafo 3, el proyecto de artículo 45 [44] no 
tiene el propósito de prever una descripción exhaustiva 
de todas las consecuencias particulares que conlleva una 
violación grave de una obligación de jus  cogens come-
tida por una organización internacional. Algunas normas 
específicas pueden en efecto suponer para los Estados y 
organizaciones internacionales consecuencias distintas 
de las enunciadas en los párrafos 1 y 2 del proyecto de 
artículo 45. Estas disposiciones deben interpretarse en el 
sentido de que establecen las consecuencias generales que 
se aplican como mínimo en caso de violación grave de 
una obligación de jus cogens cometida por una organiza-
ción internacional.

107.  El grado de generalidad del proyecto de artículo, 
combinada con la cláusula «sin perjuicio de» enunciada  
en el párrafo  3, hace innecesario incluir en la disposi-
ción las adiciones propuestas en el pleno. También sería 
extraño extender a las organizaciones internacionales 
obligaciones que no se han previsto en el artículo corres-
pondiente sobre la responsabilidad de los Estados, es 
decir, el proyecto de artículo 41346.

108.  El pleno se propuso extender a sujetos distintos 
de los Estados y las organizaciones internacionales las 
obligaciones enunciadas en los párrafos 1 y 2, a saber: la 
obligación de cooperar para poner fin a una violación, así 
como el deber de no reconocer la situación como lícita 
y de no prestar ayuda o asistencia para mantenerla. Esa 
propuesta, que plantea cuestiones parecidas a las abor-
dadas en relación con los proyectos de artículo 36 y 42, 
también fue examinada por el Comité de Redacción. De 
nuevo pareció que una referencia expresa en el proyecto 
de artículo a otros temas afectaría sustancialmente al 
alcance del texto, que trata de las obligaciones de las orga-
nizaciones internacionales para con los Estados y otras 
organizaciones internacionales. No obstante, el comenta-
rio al proyecto de artículo  45 [44] dejará claro que las 
consecuencias particulares previstas en los párrafos 1 y 2 
se entenderán sin perjuicio de las obligaciones que otras 
entidades puedan tener en el caso de una violación grave, 

345 Ibíd., párr. 28.
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cometida por una organización internacional, de una obli-
gación establecida por una norma perentoria de derecho 
internacional general.

109.  El comentario al proyecto de artículo 45 [44] dirá 
también con toda claridad que la obligación de cooperar 
para poner fin a esa violación no debe entenderse en el 
sentido de que requiere de las organizaciones internacio-
nales una medida que caiga fuera de sus competencias y 
funciones, definidas por los instrumentos constitutivos y 
otras normas pertinentes.

110.  Para terminar su presentación del segundo informe 
del Comité de Redacción, el orador recomienda a la 
Comisión que adopte en primera lectura los proyectos de 
artículo contenidos en el informe.

111.  El PRESIDENTE invita a la Comisión a aprobar los 
títulos y textos de los proyectos de artículo 31 a 45 [44].

Proyectos de artículo 31 a 42

Quedan aprobados los proyectos de artículo 31 a 42.

Proyecto de artículo 43

112.  El Sr. GALICKI pregunta si el proyecto de artícu-
lo 43 ha de aprobarse con o sin la nota que lo acompaña.

113.  El PRESIDENTE confirma que la nota forma parte 
integrante del texto que ha de aprobarse.

Queda aprobado el proyecto de artículo  43, en su 
forma enmendada oralmente por el Presidente del Comité 
de Redacción.

Proyectos de artículo 44 [43] y 45 [44]

Quedan aprobados los proyectos de artículo 44 [43] 
y 45 [44].

Quedan aprobados en su conjunto en primera lec-
tura los títulos y textos de los proyectos de artículo 31 a 
45 [44] sobre la responsabilidad de las organizaciones 
internacionales, en su forma oralmente enmendada.

Se levanta la sesión a las 12.55 horas.

2946.ª SESIÓN

Jueves 2 de agosto de 2007, a las 10.05 horas

Presidente: Sr. Ian BROWNLIE

más tarde: Sr. Edmundo VARGAS CARREÑO

Miembros presentes: Sr.  Caflisch, Sr.  Candioti, 
Sr.  Comissário Afonso, Sr.  Dugard, Sra.  Escarameia, 
Sr. Fomba, Sr. Gaja, Sr. Galicki, Sr. Hassouna, Sr. Hmoud, 
Sra.  Jacobsson, Sr.  Kamto, Sr.  Kolodkin, Sr.  McRae, 
Sr.  Niehaus, Sr.  Nolte, Sr.  Ojo, Sr.  Pellet, Sr.  Perera, 
Sr.  Petrič, Sr.  Saboia, Sr.  Singh, Sr.  Valencia-Ospina, 

Sr. Vargas Carreño, Sr. Vasciannie, Sr. Vázquez-Bermú-
dez, Sr. Wisnumurti, Sr. Yamada.

La obligación de extraditar o juzgar (aut dedere aut 
judicare) (continuación) (A/CN.4/577 y Add.1 y 2, 
secc. F, A/CN.4/579 y Add.1 a 4, A/CN.4/585)

[Tema 6 del programa]

Segundo informe del Relator Especial (continuación)

1.  El PRESIDENTE invita a los miembros a continuar 
el examen del segundo informe del Relator Especial sobre 
la obligación de extraditar o juzgar (aut dedere aut judi-
care) (A/CN.4/585).

2.  El Sr. McRAE agradece al Relator Especial que haya 
dado a los nuevos miembros la oportunidad de hacer 
observaciones sobre sus opiniones preliminares y que, 
en su segundo informe, haya recogido lo esencial de los 
debates de la Comisión de Derecho Internacional y de las 
opiniones expuestas en la Sexta Comisión.

3.  Habría podido pensarse que este tema formaba un 
todo, pero el Relator Especial ha demostrado que plantea 
cuestiones más amplias, como la del vínculo con la juris-
dicción universal y con la competencia ejercida por los 
tribunales penales internacionales. Existe pues el riesgo 
de que el alcance del tema se amplíe más allá de todo con-
trol y es en esto, sin duda, en lo que pensaba el Sr. Dugard 
en la sesión anterior, cuando afirmó que convendría vol-
ver a considerar el plan de acción que figura al final del 
informe preliminar. Para el Sr. McRae, el éxito de los tra-
bajos sobre esta cuestión dependerá de la capacidad del 
Relator Especial de limitar su alcance y procurar que las 
cuestiones conexas sólo se aborden si son pertinentes, y 
solamente en la medida en que sea necesario. Así pues, 
como han señalado varios miembros de la Comisión y 
diversas delegaciones en la Sexta Comisión, no es nece-
sario tratar exhaustivamente el principio de la jurisdic-
ción universal, aunque un cierto grado de duplicación sea 
inevitable. Lo mismo puede decirse de la cuestión que 
plantea el Relator Especial con respecto a la «triple alter-
nativa»; en un principio, el Relator Especial debería limi-
tarse a la obligación de extraditar o juzgar, y dejar de lado 
la posibilidad de entregar a la Corte Penal Internacional 
o a cualquier otra jurisdicción internacional el autor pre-
sunto de la infracción. No es tan fácil como parece dividir 
esta cuestión en compartimentos estancos. ¿Se cumple 
la obligación de extraditar si la persona de que se trate 
es entregada a un tribunal internacional? Es cierto que el 
Relator Especial tiene la obligación de abordar este punto, 
pero también lo es que ha de procurar que no se extienda 
demasiado el alcance del tema, ya que, como señaló el 
Sr. Pellet en la sesión precedente, esta cuestión tiene que 
ver con las relaciones entre tratados y, cuando se examina 
una obligación consuetudinaria, lo que ha de dilucidarse 
es la relación entre los tratados y el derecho internacional 
consuetudinario.

4.  El Sr. McRae entiende que la principal cuestión que 
se deriva del examen del tema, y en todo caso, la cues-
tión a la que debería responderse antes de llevar adelante 


